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			Introducción

			Gisela Zaremberg y María Antonia Muñoz 

			Este libro es la continuación de Redes y jerarquías (volumen 1). Participación, representación y gobernanza local en América Latina, en el que nos propusimos que los lectores conocieran de manera analítica experiencias de participación en espacios de interfaz (consejos, comités, gabinetes) ubicados a nivel municipal en Venezuela, Nicaragua, México y Brasil. Allí propusimos interiorizarnos en las relaciones que se establecen entre dichas experiencias novedosas, el clásico circuito de la representación electoral, y otros circuitos. Aquí, en cambio, hemos decidido reflexionar en torno a la tipología teórica sobre circuitos de representación derivada del análisis realizado en aquel primer volumen, para articularla —cada autor en sus propios términos— con diversas dimensiones del conflicto político. Así, cada tipo de representación toma determinados contenidos y valores en relación al conflicto. De esta forma, en este volumen y con la incorporación de nuevos casos, la mirada se enfoca en el conflicto político (y no en las interfaces), especialmente en cómo éste se conecta con diferentes tipos de representación. 

			Aunque algunos casos del primer volumen se retoman en el capítulo 1,[1] el lector encontrará también nuevos casos, como el colombiano, y casos centrados en conflictos específicos (como el conflicto en torno al Paro Cívico Petrolero en Venezuela durante los años 2002-2003). El punto focal será analizar las diferentes dimensiones del conflicto político en relación con distintos tipos de representación. El lector, por lo tanto, tendrá ante sí una reflexión pormenorizada de las características que asumen las disputas, los objetos de éstas, la naturaleza y las estrategias de los actores en conflicto, la distribución de poderes entre ellos, las reglas de terminación de los conflictos, y el tipo de terreno común que construyen; especificando los rasgos que estas dimensiones del conflicto político asumen en cada circuito de representación tipificado, a saber: a) el corporativo, protagonizado por organizaciones sindicales y, en menor medida, empresariales, que analizaremos bajo la metáfora de la fuerza; b) el societal-civil, protagonizado por diferentes organizaciones de la sociedad civil, que indagaremos bajo la metáfora de la palabra; c) el popular, protagonizado por lo que hemos denominado como “ciudadanos de a pie” y líderes carismáticos, sintetizado con el término pueblo; y, finalmente, d) el técnico-burocrático, protagonizado por grupos y técnicos de programas con intereses acotados en el tiempo, condensado en el término proyecto. 

			Es importante aclarar que si bien el marco analítico en torno a los circuitos de representación y el conflicto político se ha propuesto como una herramienta en común, cada autor retoma esta problemática en sus propios términos. Luego de tres años de encuentros auspiciados por la investigación “Cuando las redes encuentran jerarquías: interfaces socioestatales en municipios altamente conflictivos”, se acordó respetar la pluralidad de las visiones teóricas y de los enfoques metodológicos, siempre que el debate abordara las dimensiones conceptualmente acordadas acerca del conflicto político y su relación con diferentes tipos de representación. La idea, por lo tanto, es que, teniendo en cuenta la problemática levantada por el marco de los circuitos de representación y su relación con el conflicto político, el lector recorra, en sus particularidades, diferentes preguntas y respuestas que ahondan en dicha relación. 

			Con esta propuesta, en lo que sigue, se expondrán los principales consensos y disensos que guiaron la construcción de este libro y que conforman su marco general de articulación. 

			Los consensos: la democracia, los actores y lo local como vinculación entre volúmenes y entre capítulos

			Este volumen comparte con su antecesor un consenso, el cual fue debatido entre los autores de ambos volúmenes en diversas reuniones y actividades realizadas entre 2009 y 2011. Específicamente, se puede afirmar que en las dos publicaciones predomina un especial interés por observar los fenómenos sin perder la referencia con lo local, la perspectiva de los actores y una definición amplia de la democracia. Por dicho acuerdo se decidió concentrarse en el estudio de las no siempre evidentes articulaciones que se dan en esos niveles. Por ello, el lector encontrará un énfasis en el análisis de los mecanismos sumergidos que, en esta publicación, tienen como eje la relación, algunas veces velada, entre conflictos y tipos de representación en los territorios locales. 

			A poco de haber comenzado la investigación, se hizo patente entre los participantes de la red de académicos, de la sociedad civil y de la cooperación internacional que la sustentaban, que si el tema sería la representación (participativa, deliberativa, electoral, corporativa u otra), se debía discutir con profundidad a qué democracia nos estábamos refiriendo. Al mismo tiempo, coincidíamos en que discutirlo no tenía que llevarnos al estancamiento en la duda analítica. En este sentido, siguiendo a Shapiro (2002), teníamos claro que nuestro fin no era el método (method driven), pero tampoco pretendíamos que el objetivo fuera la teoría (theory driven). En este sentido, el consenso era que nuestra investigación estaría guiada por un problema (problem driven), en el que la teoría y los métodos serían medios que permitirían analizarlo y resolverlo. Con esta brújula nos zambullimos en la teoría. Contestar la pregunta ¿qué democracia? implicó dos tareas simultáneas que podríamos calificar de procesos hipotético-deductivos e inductivos al mismo tiempo.

			Así, nuestra primera tarea autoasignada fue seleccionar tres miembros de la red que redactaran textos breves que dispararan las discusiones teóricas que implícita o explícitamente surgían cada vez que teníamos que tomar decisiones sobre la investigación. La segunda fue realizar un trabajo exploratorio previo a la salida principal al trabajo de campo. A esta labor se sumaron las experiencias investigativas con las que contábamos.

			La primera tarea rápidamente mostró lo que previmos. Obviamente, la literatura sobre “lo que es la democracia” es abundante (podríamos decir, casi infinita), y aunque no había posiciones radicalmente diferentes entre los miembros de la red, sí existían distinciones de énfasis importantes. Algunos de los participantes del proyecto se ubicaban más en el campo de los teóricos normativos (Lefort, 2004; Mouffe, 2003); otros se centraban, en cambio, en cuestiones más clásicamente procedimentales (Przeworski, 1991; Downs y Stea 1973; Lipjhart, 1968); algunos consideraban fundamental tener en cuenta versiones elitistas de la democracia (Schumpeter, 1942); otros se centraban, en cambio, en vertientes pluralistas (Dahl, 1971; 1979). Más allá de esto, los trabajos de O’Donnell (1993, 1997, 2000, 2003, 2007) generaban un acuerdo generalizado. Especialmente la idea de ciudadanías heterogéneas se consideraba pertinente para nuestros casos de estudio. Cuestión aparte, a pesar de las distinciones, nadie consideraba que la posición del otro se debía anular o evitar por completo en la reflexión. Más bien, por el contrario, respetando esta pluralidad, intentamos reflexionar en qué aspectos específicos debíamos posicionarnos para abordar mejor lo que pretendíamos investigar. 

			Dos cuestiones surgieron como consensos. En primer lugar, la investigación había propuesto, muy inicialmente, desarrollarse en municipios de alta conflictividad política y alto deterioro democrático. La decisión fue quitar el eje de deterioro democrático como criterio para la selección de casos. Para este cambio de ruta fue importante “escuchar” la perspectiva de los actores, recolectada en el trabajo exploratorio. Por ejemplo, las versiones de los entrevistados hacían preguntarnos: ¿podemos realmente hablar de “deterioro democrático” en América Latina?, ¿acaso hubo “anteriormente” una democracia fuerte (en las diferentes dimensiones que consideremos) en nuestros casos de estudio?

			Oaxaca y Venezuela nos desafiaban particularmente. Esta última porque el proceso chavista era tanto denostado como endiosado por diversos autores contemporáneos, muchos de los cuales utilizaban diferentes posiciones sobre el concepto mismo de democracia.[2] El caso oaxaqueño, por su parte, el único estado mexicano en el que se eligen cargos municipales por usos y costumbres,[3] implicaba un desafío a las definiciones clásicas de democracia centradas en procesos electorales que se asientan en el derecho liberal occidental. 

			Las narraciones exploratorias ponían a dialogar fuertemente la teoría en sus distintas vertientes con la perspectiva de los actores en las localidades. No parecía pertinente ir al trabajo de campo con el clásico texto de Dahl[4] en mano con la única intención de clasificar si el caso en cuestión podía ser incluido en los parangones democráticos o no. Ante la pregunta de si lo que existía políticamente era considerado democrático o no, un entrevistado oaxaqueño se reía y cuestionaba: “¿Cuándo ha habido democracia aquí?”. O un entrevistado venezolano comparaba con el pasado reciente y decía: “[…] con los Adecos[5] llegaba menos y estaba todo controlado para ellos […] ahora llega más […] no te voy a decir que no se quiere controlar… pero hay por donde entrar. Yo no entiendo cuando dicen que lo de antes era democracia y esto no es”. Con estas versiones, nuestra tarea era otra. 

			La teoría democrática serviría para operar el concepto y construir dimensiones de observación diversas, pero éstas tenían que “hablar” con los datos cuantitativos y cualitativos que construyéramos. Si los datos no se correspondían con la teoría, sería necesario cambiarla, desarmarla o cuestionarla, pero no a la inversa. Es decir, no podíamos forzar los datos para que encuadrasen con la teoría. Por ello, considerar seriamente la perspectiva de los actores en nuestro análisis (Long, 2007) constituyó un segundo consenso primordial entre los participantes de la investigación. Por tal causa, incluimos dimensiones específicas a fin de indagar las percepciones de los actores en los instrumentos de recolección y estuvimos atentos a las preguntas que planteaba la voz recogida en campo. En el presente volumen, ello tuvo el propósito de analizar en particular cómo los actores conforman redes, producen sus repertorios de acción, construyen sus identidades y refieren al mundo simbólico desde el que actúan. 

			El conflicto: primer disenso para un acuerdo marco

			Las discusiones sobre el concepto de conflicto que se utilizaría de manera común fueron paradójicamente más complicadas. Por un lado, algunos autores se preocuparon por no ontologizar el conflicto, esto es, propusieron firmemente considerarlo siempre como un atributo de los individuos. Otros, en cambio, sostenían que hablar del conflicto, en singular, como proceso, como variable, etcétera, no implicaba lo anterior.

			Ante una tensión intelectual sana, pero persistente, se llegó al acuerdo de respetar la gran diversidad de abordajes metodológicos y de enfoques, centrándonos en diferentes teorías intermedias para abordar la temática del conflicto. Luego de este acuerdo, poco a poco la balanza fue inclinándose, de manera general, hacia la decisión de no ontologizar el conflicto y hacia lo que ello significaba para los participantes de este libro. Debido a esto, se acordó no asociar el conflicto con una causa singular ni con una esencialidad única ni con un formato unilateral. Por ello, el lector observará que la mayoría de las veces se alude a “los” conflictos y no a “el” conflicto. La no ontologización significa también que los conflictos actúan como determinantes de otros procesos, en la medida en que los actores son los que deciden, piensan, construyen identidades, se posicionan, etc. En este sentido, el lector podrá advertir, como expusimos en párrafos anteriores, que se enfatiza en el papel de los actores, en sus redes y en sus construcciones identitarias y simbólicas en el plano de lo local. Ello, respetando los términos conceptuales propios de una variedad de enfoques teóricos y metodológicos. 

			Por tales razones, en esta obra se ha buscado ofrecer una definición de conflicto flexible y lo suficientemente amplia para contener la diversidad de miradas y enfoques con los que explícitamente se ha acometido este tema. Sirva, por lo tanto, la siguiente definición, como punto de partida, y como base de un acuerdo general inicial que nos ubica en el inicio de una discusión que consideramos rica, abierta y variada. 

			Manteniendo este proceso de construcción en mente, el conflicto se puede definir inicialmente como una relación social singular donde la confrontación entre fuerzas es la medida de la asociación. Siguiendo a Weber (1980), el conflicto supone un juego de resistencias entre “fuerzas” (colectivo, identidad, etc.) y un intento de imposición de voluntades:

			Debe entenderse que una relación social es de lucha cuando la acción se orienta por el propósito de imponer la propia voluntad contra la resistencia de la otra u otras partes. Se denominan “pacíficos” aquellos medios de lucha en donde no hay una violencia física efectiva. La lucha “pacífica” llámese “competencia” cuando se trata de la adquisición formalmente pacífica de un poder de disposición propio sobre probabilidades deseadas también por otros. Hay competencia regulada en la medida en que esté orientada, en sus fines y medios, por un orden determinado (Weber, 1980: 31).

			De este concepto se desprende una diferenciación que será de mucha utilidad para el análisis de los diferentes tipos de conflicto que se presentan en nuestros casos. En lo concerniente a las reglas y las formas de interacción entre las partes, podemos encontrar, entre dos extremos, diferentes formas de conflicto, a saber: antagonismo y agonismo.

			El antagonismo se define por el “choque” entre dos fuerzas que se enfrentan sin compartir un terreno común de reglas porque los proyectos (ideas, identidades, plataformas y expectativas, etc.) no pueden contenerse uno en el otro. El único espacio compartido entre los antagonistas es el propio conflicto y el tercer sujeto (el público, los que no están aún involucrados en la lucha), al cual se intenta interpelar para que se avoque a la causa de alguna de las partes. Las identidades de los antagonistas no son sustanciales, no son susceptibles de ser fijadas previamente a la lucha, sino que se van constituyendo en ésta. El enemigo se vuelve un elemento central en la constitución de los límites de las identidades ya que, a través de la denominación o descripción de éste, es que los colectivos pueden autorreferenciarse y construir sus estrategias. Según Laclau, una situación social donde existe una pluralidad de demandas no resueltas permite que las y los sujetos que son soporte de éstas busquen un enemigo común que se identifique como el causante de esa situación. Aquí surge una paradoja interesante: cada una de las identidades se ve amenazada por la otra (“la existencia de un ‘otro’ es la expresión de mi propia imposibilidad”). Pero, a la vez, es el “otro” quien permite que las identidades sean definidas. En otras palabras, la identidad antagonista se define por la oposición al otro. El ejemplo típico que daremos es el de las formaciones políticas populistas, como en el caso de Venezuela, donde dos colectivos se enfrentan (en el circuito de representación del “pueblo”) sin posibilidad de encontrar puntos comunes para alcanzar una negociación reglada (Laclau, 2000a, 2000b; Žižek, 2000; Ranciere, 1996).

			El agonismo, en cambio, se define por la existencia de cierto terreno común de reglas entre los contendientes. Mouffe (2000; 2005), en sintonía con Gray (2001), parte del concepto de que el pluralismo de ideas y de proyectos hegemónicos son irreductibles en la sociedad moderna. Pero si los contendientes aceptan esto, entonces se legitima el conflicto y, por tanto, se puede reducir el uso de la violencia porque se reconoce al otro como adversario y no como antagonista, con lo que hay posibilidades de negociar el resultado final del conflicto. Aquí, el caso de la representación electoral es paradigmático. En el debate parlamentario o en la contienda electoral, las diferencias sociales se expresan, lo que tiene como consecuencia el procesamiento simbólico de la división social; una puesta en escena de la guerra de posiciones, sin llegar a ella.[6]

			Estos dos grandes conceptos son ordenadores de las diferentes formas que adquieren los conflictos y, como tal, conforman una herramienta teórica útil para luego analizar los casos concretos. Por tanto, es necesario aclarar que, como toda relación social, aquéllos (los conflictos) van mutando y son complejos, de modo tal que se constituyen como guías significativas que deben combinarse con otras dimensiones de análisis.

			En primer lugar, un conflicto no puede pensarse sin relación con el objeto de disputa. Éste puede ser de diversa naturaleza: acceso a recursos escasos, el reconocimiento de cierta identidad y derechos, la competencia electoral, modelos societales diferentes, la adquisición y control de recursos sociales de poder, etc. El objeto de disputa no necesariamente tiene que ser significado de igual manera por los contendientes, ya que partimos de la idea de que los universos simbólicos de las partes pueden ser más o menos heterogéneos. En segundo lugar, hay que tener en cuenta la dimensión de la naturaleza de los sujetos que protagonizan la relación. Frente a aquella literatura que supone que los actores están previamente conformados por intereses concretos, otros autores han señalado (Touraine, 1992 y 1997; Mellucci, 1994; Ranciere, 1996) que la identidad de cada una de las fuerzas que se confrontan no es previa al conflicto social sino que se constituye en éste. Si bien actores como las corporaciones u otro tipo de organizaciones tienen intereses preestablecidos al momento de un conflicto (por ejemplo, por la defensa de los mismos), los colectivos que se enfrentan públicamente desarrollan en la escena una serie de estrategias y marcos simbólicos que los va redefiniendo. Así, por ejemplo, un sindicato puede llegar a ser más que un actor corporativo y puede convertirse en un actor político con demandas más amplias. No obstante, un análisis adecuado tiene que tener la capacidad de definir la naturaleza de este sujeto en cada momento de la confrontación. 

			En tercer lugar, existe una dimensión de cálculo razonado y de puestas en escena, es decir, de estrategias para salir como vencedores. Como los conflictos que nos interesa analizar aquí se despliegan en la escena pública-pública (ecclesia), o en la escena público-privada (agora), y no en la propiamente privada (oikos), siempre existirán estrategias para convencer a terceros, para debilitar al oponente y para obtener recursos para la subsistencia del colectivo en el transcurso del conflicto. La palabra y las argumentaciones, las movilizaciones, los despliegues callejeros, las interpelaciones a otros actores, etc., pueden describir diferentes tipos de conflicto y formas de establecer cierta relación de poder cuando tratan de limitar el campo de acción del otro. El grado de organización y la superación del problema de la acción colectiva influirán también en la estrategia elegida.[7]

			En cuarto lugar, hay que tener en cuenta el grado de distribución de poderes y recursos entre las partes. Esta dimensión será importante en los sentidos objetivo y subjetivo ya que el conflicto puede surgir por una relación que se entiende como de opresión, de explotación o de desigualdad, o entre iguales. En el caso de las confrontaciones que tienen como una de las partes a “el pueblo”, la relación de desigualdad con el otro (por ejemplo, la oligarquía) conformará una serie de estrategias, interpelaciones y recursos que no se desplegarán en el caso de una competencia entre dos corporaciones empresariales, entre partidos políticos o entre organizaciones de la sociedad civil frente a la administración pública. 

			En quinto lugar, las reglas de terminación del conflicto son importantes al momento de evaluarlo. Si las partes tienen en claro cuáles son éstas, el conflicto puede terminar antes (éste es el caso de la disputa entre partidos políticos donde las elecciones marcan la forma de resolución de la competencia). En caso de que las fuerzas confrontadas no tengan reglas, más que el cálculo de hasta dónde es posible continuar el conflicto, la puesta en práctica de las relaciones de fuerza, la violencia y el tiempo de la lucha puede aumentar. Ello se relaciona también con el nivel de institucionalización de la capacidad de hacer cumplir (enforcement) dichas reglas o instrumentos que se aplican para garantizar los compromisos asociados a la resolución del conflicto. 

			Finalmente, es necesario remarcar que los conflictos, como toda relación social, son procesuales, y que cuando nos referimos a aquellos en los que las partes comparten ciertas reglas que guían la confrontación, se debe tener en cuenta que ello supone una “foto” de la situación. Los conflictos se transforman, no están determinados sino condicionados, por lo que cualquier adversario (agonista) se puede convertir en un enemigo (antagonista). De lo cual se deduce que los circuitos de representación condicionan y hacen florecer ciertos conflictos debido, principalmente, a la expectativa y a las relaciones sedimentadas que se generan entre los actores (sus reglas, path dependency, percepción, etc.), pero no los determinan. 

			Con estos acuerdos básicos, los autores de este volumen decidieron recorrer las dimensiones del conflicto político que se recogen en el cuadro 1, y que derivaron de las diferenciaciones conceptuales enunciadas hasta aquí:

			Cuadro 1. Dimensiones del conflicto

			
            
				
					
					
				
				
                
					
							
							Dimensiones

						
							
							Indicadores y valores

						
					

					
							
							Objeto de disputa

						
							
							− Acceso a recursos escasos.

							− Reconocimiento de identidad y derechos.

							− Competencia electoral.

							− Modelos societales diferentes.

							− Adquisición y control de recursos sociales de poder.

						
					

					
							
							Naturaleza de los sujetos

						
							
							− Actores con identidades previas o no al conflicto.

						
					

					
							
							Estrategias

						
							
							− Estrategias para convencer a terceros, debilitar al oponente, y para obtener recursos para la subsistencia del colectivo en el transcurso del conflicto.

						
					

					
							
							Distribución de poderes y recursos

						
							
							− Grado de asimetría o desigualdad de poder y recursos entre las partes en disputa.

						
					

					
							
							Reglas de terminación

						
							
							− Conocidas de antemano o no.

						
					

					
							
							Tipo de terreno común de reglas

						
							
							− Antagonismo o agonismo.

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia.

			La generación de acuerdos también se construyó luego de reflexionar los circuitos de representación. Si bien no todos los autores usarían el término circuito, todos reconocían la existencia de diferentes formas de representación y de conflicto político. El acuerdo entonces era sólido, cada capítulo ejemplificaría las diversas implicancias mutuas entre diferentes formas de conflicto político y representación. El lector encontrará en estas páginas dicha variedad (valiosa en sí misma), agrupada por la reflexión y el intercambio sistemático sobre la relación entre representación y conflicto, entre autores que la abordan desde diferentes perspectivas y la expresan en sus propios términos. 

			Los consensos: las diversas representaciones como espacios de florecimiento y tratamiento de conflictos

			Ya se ha dicho que la relación entre circuitos o tipos diferentes de representación y los diversos tipos de procesos de conflictos constituye la materia de este volumen. 

			Para lograr este objetivo partimos de considerar que la modernidad se inauguró con una producción importante de símbolos que derrumbaron los pilares centrales sobre los que se organizaba la sociedad tradicional. Los fundamentos últimos como Dios o la Naturaleza fueron corroídos por las referencias Soberanía, Pueblo, Libertad o los Derechos Humanos como recursos imaginarios (y no por ello menos efectivos para la estructuración de las relaciones sociales) para romper con las jerarquías y las relaciones asimétricas. Así, según Lefort, la mutación simbólica a la que se asiste con la declaración universal de los derechos humanos o la construcción del Pueblo derivó en la legitimación del conflicto como expresión de las divisiones sociales. El paso de una sociedad organizada alrededor de fundamentos heterónomos (es decir, externos a la comunidad, “extramundanos”) a otra donde los fundamentos sólo pueden ser parciales transformó la concepción del poder político. Éste ya no puede ser ocupado permanentemente por un grupo social ni por una persona. En este sentido: “el poder está vacío” (Lefort, 1992 y 2004). Esto no se traduce en que nadie puede ocupar cargos públicos, sino que esto es el resultado de una confrontación entre grupos sociales diversos.[8]

			De hecho, el sistema político y el de representación, en particular el democrático, es el resultado de la aceptación y consecuente institucionalización del conflicto (que se orienta a definir quién va a participar del “lugar vacío del poder”). Dicho esto, se comprende cómo la representación se vuelve un tema central. Lo social, atravesado por divisiones y posiciones confrontadas, puede reflejarse en las instituciones que colaboran con la doble función de expresar y procesar los conflictos. 

			La democracia moderna es por definición indirecta o, como señala Manin, “representativa”. Es conocido que en la modernidad, a diferencia de la democracia griega, la ciudadanía tiene derecho a gobernar y gobernarse siempre mediada por una relación de representación. La forma que ha hegemonizado la relación entre lo social y lo político ha sido la partidaria-electoral. Sin embargo, para este escrito es fundamental dar cuenta de que, cada vez más, buena parte de la literatura y de los actores políticos van reconociendo otras formas de representación. Si la funcional o corporativa fue importante como complemento de la electoral en la mitad del siglo XX hasta los años setenta y ochenta, actualmente se recuperan otras formas de representación como las participativas (asambleas, instituciones de interfaz, etcétera).[9]

			Tal como se expresó, la necesidad de ampliar el concepto mismo de democracia para incluir discusiones sobre su calidad extendió los parámetros para el debate sobre la representación (O’Donnell, 1997; 2000). Nuevas experiencias participativas (como la del presupuesto participativo de Porto Alegre) también impulsaron esta ampliación desde la empiria. Conceptos como democracia deliberativa y participativa, ciudadanía radical y democracia posliberal confluyeron, a veces contradictoriamente, para explicar procesos que buscan “democratizar la democracia” (Arditi, 2005; Schmitter, 2005; Santos, 2002). Recientemente, el concepto de participación mismo ha sido replanteado desde el punto de vista de la representación ligada al control societal (Gurza Lavalle e Insuza Vera, 2010).

			En conjunto, estos aportes fueron construyendo un consenso en torno a la idea de que “la política y el proceso democrático trascienden la idea de ciudadanía entendida como participación electoral” (Arditi, 2005: 9). Este “otro” escenario puede ser visto como un “segundo registro, nivel o circuito” que si bien no ha logrado el nivel de institucionalización del circuito electoral luego de la expansión del derecho de sufragio y de la consolidación de sistemas de partido, constituye un “terreno al margen pero también suplementario al de la esfera de la representación político-partidaria” (Arditi, 2005: 9).

			De esta forma, considerar el tema de la representación resulta crucial para entender cómo pueden darse, o no, diferentes terrenos de florecimiento y procesamientos del conflicto. ¿Es posible encontrar que un tipo de conflicto es más habitual en ciertos circuitos de representación? Aquí consideraremos diferentes tipos de circuitos, a saber: el electoral, el corporativo, el técnico-burocrático, el de la participación, y el del pueblo. A continuación nos referiremos primero teóricamente a dichos tipos de circuitos y a la forma en que los conflictos se expresan en ellos, para luego pasar al análisis de estos puntos en nuestros casos de estudio.

			El circuito de representación partidaria-electoral y el conflicto

			Antes de la aparición de la “democracia de audiencias” (Manin, 1998) y de los partidos de características “catchall” (Offe, 1988), durante el último cuarto de siglo, éstos principalmente expresaban y procesaban los conflictos entre las “clases” o entre sectores populares y las élites. Los sectores de menos ingresos mantenían su afiliación a partidos progresistas y/o de izquierda y a través de ellos formulaban las demandas que esperaban les resolviera el gobierno.

			Como señala buena parte de la literatura, con los cambios en las estructuras sociales (mucho más complejas y fragmentadas) y los medios de comunicación convertidos en soportes fundamentales del espacio público, los partidos políticos también se transformaron, y ahora éstos expresan una mayor cantidad y variedad de demandas que no necesariamente apelan a una clase o estrato social. Los liderazgos también cambiaron y se ha producido una mayor presencia de los candidatos en los medios de comunicación y un debilitamiento de la estructura partidaria como mediación entre aquéllos y los ciudadanos (Novaro, 2000). 

			En términos generales (aunque hay que ver caso por caso), estos cambios representaron transformaciones en los modos de tratar el conflicto. Por ejemplo, antes los partidos tenían una importante relación con las corporaciones laborales o empresariales, y éstas podían imponer sus demandas en la agenda electoral. Con el debilitamiento de los primeros y el surgimiento de la medición de la opinión pública como expresión de la ciudadanía, los sindicatos perdieron peso en la escena política. 

			A pesar de ello, el circuito de representación partidaria ha conservado una gran capacidad para resolver los conflictos principales que atraviesan una sociedad, y no solamente con el voto (a través del cual el ciudadano se convierte en un actor central, aunque poco propositivo), sino también mediante otras formas de negociación entre colectivos de la sociedad civil con diferentes grados de organización.[10] Esto no quiere decir que no haya sociedades donde los partidos no puedan canalizar los enfrentamientos (por ejemplo, cuando existen colectivos armados). Tampoco significa que no obturen la aparición de ciertas formas de relación potencialmente conflictivas (es el caso de la relación capital-trabajo, ampliamente cuestionada a principios del siglo XX, incluso por los partidos políticos en Europa). Los partidos y sus líderes tienen la capacidad de articular intereses diversos y, con esto, cierto tipo de conflicto, pero, al mismo tiempo, son los principales actores que ocupan los cargos públicos del Estado y, por tanto, es el sistema de partidos el locus donde los conflictos principales se expresan.

			No obstante, este circuito no monopoliza todos los enfrentamientos por lo que es posible que él mismo, o la forma “partido”, sean cuestionados. La percepción que se posee detrás de este juego de competencia reglada entre actores partidarios proviene de una herencia “iluminista” o típicamente “moderna” en torno a la posibilidad de alcanzar, por medio de acuerdos, un orden “racional” o armonioso donde se elimine todo rastro de violencia. Se acepta que la sociedad en la que vivimos está fragmentada, y que en ella se legitima, asimismo, la diversidad y su expresión en posturas políticas (con lo que, de nuevo, se legitima el conflicto). Sin embargo, la aparición de antagonismos pone en jaque estas posturas. Así, la Constitución y sus leyes que guían el conflicto entre partes son por excelencia la forma en que, en teoría, la unidad política puede ser alcanzada a pesar de las divisiones. De este modo, los partidos permiten la expresión del conflicto y su resolución a través de procedimientos “acordados” previamente, aunque lo más importante es el reconocimiento de la unidad social (Lefort, 2004). “La representación fue posible en la sociedad en tanto los individuos podían reconocerse como pertenecientes a una ‘parte de la sociedad’ y, por consiguiente, verse o sentirse representados por un partido” (Abal Medina, 2004: 52). 

			Haciendo hablar a Robert Dahl (1971) con nuestras propias palabras, el circuito partidario-electoral vendría a expresar los diversos intereses societales y su resolución a través de reglas definidas, en particular, las elecciones periódicas, libres, transparentes y con resultado incierto (poliarquía). Así, se espera que los actores que participan en este circuito adecuen su comportamiento actual y sus expectativas futuras en función de ello, y que no eleven los niveles de confrontación hasta el “antagonismo”. No obstante, ¿qué sucede cuando las sociedades se enfrentan a situaciones donde son las leyes que la organizan las que están en juego? La literatura en torno al tema de la representación como vía de expresión y resolución de conflictos señala dos procesos que pueden ser útiles para entender la relación entre éstos y los circuitos de representación. La legitimación del conflicto en la sociedad moderna y la ausencia de fundamentos “últimos” (Dios, Naturaleza, etc.) para procesar las decisiones vinculantes y el orden, habilitan o incentivan a que no solamente sea la competencia entre los partidos y las elecciones la única forma de representación ni de expresión de conflictos; en consecuencia, estos últimos a veces exceden o desbordan a los partidos. Sumado a ello, la crisis de representación partidaria, que parece ser el estigma de las democracias actuales (como lo expresa la desafección electoral), también estimula la aparición de otros circuitos de representación que permiten la aparición de otros actores, de otras posiciones y, por tanto, de otro tipo de enfrentamientos. 

			En este punto, surgen otras experiencias que comúnmente han sido denominadas mecanismos de democracia directa (consultas, referendos, etc.), o de democracia indirecta. En este último rubro se agrupan las experiencias de interfaz (consejos, comités, etc.) que son el tema del capítulo 1 (escrito por Zaremberg y Muñoz), en el que se entienden como espacios de participación generalmente colectivos, esto es, como el ámbito al que las personas acuden en calidad de miembros de organizaciones de la sociedad (no en calidad de ciudadanos individuales) para encontrarse con el gobierno (federal, estatal, municipal, etc.) con diferentes propósitos (consulta, conformaciones de agendas, decisiones de política pública, etc.). Este mundo de innovación democrática ha sido construido desde proyectos políticos que lo visualizan como complemento del circuito partidario-electoral, o bien, desde proyectos políticos que lo oponen a este circuito. La relación entre tales interfaces y los partidos a nivel local para los casos de Nicaragua, Venezuela y Brasil, fue analizada con detalle en el capítulo de Zaremberg del volumen 1, pero aquí se amplía para observar cómo ello repercute en el tipo de conflicto específico que se genera en el seno de cada circuito de representación. 

			En el capítulo 2 de Eisenstadt y Yelle, en este libro, se describe el conflicto en un circuito de elección de autoridades que sigue el esquema de los “usos y costumbres” de los pueblos originarios, mismo que se ofrece como alternativa a los “vicios” y al nivel de conflictividad predominantes en el circuito clásico electoral basado en derechos individuales universales. Allí los autores discuten sugerentemente los resultados positivos de tal alternativa. 

			Por su parte, Fabio E. Velásquez, en su capítulo “Paramilitarismo y nuevo orden territorial en Colombia”, muestra cómo la representación electoral puede ser altamente vulnerable a la presencia de actores fácticos. Es interesante notar que la construcción de nuevas hegemonías territoriales protagonizadas por actores armados en Colombia se da especialmente en municipios con ciertas debilidades en su tejido asociativo. En los términos expuestos en esta introducción ello indicaría que cuanto menos se combina el circuito de la representación electoral con otros circuitos de representación, aquel se vuelve más vulnerable a la cooptación y a la simulación.

			 En conjunto, en el presente volumen, podrá explorarse cómo la relación entre el circuito partidario-electoral y el resto de los circuitos alternos analizados confluyen en cada caso en resultados diferentes para cada una de las dimensiones de conflicto propuestas en esta introducción.

			El circuito de la representación corporativa y el conflicto

			En este caso hacemos referencia no a la representación corporativa tradicional (estamentaria) sino a la neocorporativa (organizaciones funcionales). Algunos autores (Schmitter, 1974 y 1992; Lehmbruch, 1984; Offe, 1985 y 1992) suponen que este tipo de representación ocurre con el surgimiento de relaciones de producción que tienden a formar grupos organizados en torno a intereses particulares ligados con una posición económica. 

			[…] un sistema de representación de intereses en donde las unidades están organizadas en un número limitado de categorías únicas, obligatorias, no competitivas, jerárquicamente organizadas y funcionalmente diferenciadas, reconocidas o autorizadas (si no, creadas) por el Estado y a las que se les otorga un monopolio representacional, dentro de sus respectivas categorías, a cambio de la observación de ciertos controles en la selección de sus líderes y en la articulación de sus demandas y apoyos (Schmitter, 1974: 93-94). 

			El conflicto que este circuito se inclina a resolver es el que surge de las demandas económicas, y, en menor grado, el que proviene de otros recursos simbólicos para los afiliados de la organización. Es importante observar que los actores participantes son las corporaciones que se enfrentan y compiten por recursos, aunque existe un “tercer actor”: el gobierno o Estado, que hace de mediador entre las partes. En general, en este tipo de circuitos es común el reconocimiento de los otros como actor legítimo (lo que no sucede en el circuito Pueblo), a pesar de que se utiliza la descalificación entre contendientes. Por otra parte y en comparación con otros grupos sociales, las corporaciones tienen más influencia sobre el poder público. Si bien tal fluidez de comunicación y de negociación puede variar (aun cuando dichas corporaciones no dejen de usar los recursos de la movilización social), por lo regular, éstas pueden expresar su voluntad directamente ante los funcionarios públicos, negociando o ejerciendo presión en el sector público. Por ello, esta vía también es fundamental para resolver los conflictos surgidos en este circuito. 

			Un elemento a destacar es el problema que se origina cuando las partes demandan un recurso escaso. Si el circuito técnico-burocrático o el partidario-electoral son incapaces de contener el conflicto, y las corporaciones llegan al enfrentamiento (por ejemplo, aumento salarial versus aumento de ganancias), el tercer actor deberá mediar; una tarea difícil de resolver sin beneficiar a una de las partes. Así, las reglas que se crean para resolver los enfrentamientos pueden ser formales (espacios de negociación colectiva, consejos, etc.), o informales (negociaciones entre las partes, según el momento y el proceso del conflicto). 

			El conflicto se expresa de diversas maneras, y debido a que las relaciones entre las partes son desiguales (es frecuente que las corporaciones empresariales, laborales y el tercer actor tengan diferentes recursos simbólicos y económicos), las definiciones del conflicto también son diversas. Las corporaciones con menor acceso al poder público utilizan el mitin, la huelga, la presencia y obstrucción de la circulación en la vía pública, repertorios de acción que utilizan herramientas de teatralización para expresar su participación en el conflicto, y que colaboran en la conformación de la identidad y la cohesión grupal.[11]

			Los motivos del enfrentamiento, por otra parte, pueden ser puntuales (un recurso concreto), pero en el mismo caso también se encuentran la definición de políticas públicas, las transformaciones institucionales o la propia legitimación como grupo que permite una mejor negociación frente al conflicto (por ejemplo, alcanzar la personería jurídica).

			En ocasiones, el circuito de representación corporativa, los repertorios de acción de confrontación en las calles y la demostración de fuerza entre los actores se llevan a cabo como acciones ritualizadas; el uso de las calles o la presión al gobierno son tácticas ejercidas a sabiendas (o, al menos, con la expectativa) de que el sector público responderá a las demandas presentadas. Como se señalará en el capítulo de Cadena-Roa y Hernández, la secuencia expresión pública del conflicto-presión-negociación[12]conforma un “rito” establecido que enmarca las expectativas de los actores. 

			No obstante, cuando este circuito se ha consolidado, las reglas (explícitas o implícitas, formales o informales) dejan de aparecer, aunque los conflictos se sigan procesando, porque las negociaciones se realizan en poco tiempo debido a los costos del sostenimiento de la acción colectiva. El problema puede aparecer cuando se cambian las reglas, incluso cuando se imponen las informales sobre las formales; entonces se desestabilizan las posiciones y las expectativas de finalización del conflicto, y éste se extiende. No obstante, el tercer actor e, incluso, el sector público como parte en conflicto suele ser perjudicados por la persistencia del conflicto frente a la opinión pública (a no ser que exista una estrategia de deslegitimación de alguna de las partes o intentos por concretar una negociación). Así, el conflicto culmina con la atención parcial o total de las demandas presentadas. 

			Como queda señalado en el capítulo de Zaremberg y Muñoz, cuando este circuito intermedia de manera monopólica, los consejos son cooptados y suele ocurrir que éstos se conviertan en territorio de conflicto, lo que queda claro en los municipios oaxaqueños investigados. Cuando este circuito se complementa con los otros, tal como sucede en el caso brasileño aquí analizado, los consejos fungen como interfaces para el diálogo; su papel central en el circuito de la palabra es fortalecido y se constituyen como rutas importantes por las cuales el conflicto es procesado. 

			El circuito del proyecto y el conflicto

			Este circuito suele ser el de la razón tecnocrática; sus actores son, por un lado, los grupos de interés no organizados jerárquicamente —como sí lo son los corporativos— y menos orgánicos, ya que expresan demandas discretas (es decir, no articuladas con otras demandas ni asociadas a bienes simbólicos políticos) y, por otro, funcionarios que intermedian en el acceso a bienes y servicios públicos. En este caso, los actores suponen la política como algo externo y, por tanto, piensan lo mismo del conflicto. La gestión de proyectos concretos, de programas y la obtención de saber técnico parecen ser los objetivos de este circuito, lo que se entiende como el acceso a recursos y el proceso de demandas. La resolución de estas últimas se supone como el uso de procedimientos transparentes y formas regladas. Así, dichos actores se acercan al sector público como una simple relación de administración de las cosas, en la que la comunidad puede procesar el conflicto sin confrontación y con imparcialidad. Veremos en el análisis concreto de los casos las dificultades que surgen de dicha concepción, tales como las complicaciones en la obtención del saber técnico; los obstáculos en el acceso a la información; la dilación en la formación necesaria de las habilidades y en la generación de proyectos dirigidos a comunidades semianalfabetas o con altos niveles de analfabetismo; la obstrucción en el libre contacto con instituciones y actores que tienen la capacidad para brindar ayuda —como introducir en el circuito burocrático el proyecto—, etc. En estas condiciones, la representación es débil (porque las demandas suelen ser difícilmente procesadas) y el conflicto queda obturado. Por ello, las instituciones públicas y su mediación son fundamentales. 

			Debemos recordar —así quedó expuesto en el capítulo 1 de Redes y jerarquías (volumen 1)— que la construcción conceptual de este tipo de circuitos de representación constituye un movimiento arriesgado porque, por un lado, los cargos técnico-burocráticos —especialmente en un sistema presidencialista— que no se corresponden con un servicio civil de carrera sólido están bajo las órdenes de aquellos designados por el voto ciudadano individual, por lo cual, desde este punto de vista, formarían parte del circuito partidario-electoral. Por otra parte, la literatura sobre política pública (policy) clásica caracteriza la esfera de la administración precisamente como un espacio escindido del mundo de la política (politics). Este último lo protagonizan los representantes electos (los que hacen politics), mientras que la administración (que hace policy) debe estar escindida de ello (Laswell, 1992). Recuperando la perspectiva weberiana, los representantes electos actuarían bajo una racionalidad con arreglo a valores (lo que incluye ideología), mientras que los funcionarios deberían actuar bajo una racionalidad con arreglo a fines, esto es, una racionalidad sólo guiada por la elección de los medios óptimos para alcanzar los fines (Aguilar, 2004). En este mismo registro, se considera que el mundo de la política es el de las decisiones cruciales, mientras que el de las políticas (en plural) es el de las decisiones que llevan a aplicar lo consensuado por los representantes políticos. En este sentido, para el politólogo y analista de políticas clásicas, calificar al circuito técnico-burocrático como un nivel de representación puede resultar algo bastante inconcebible.

			Por lo tanto, si hay tantas objeciones, ¿por qué insistimos? ¿Por qué diferenciar un circuito de representación propiamente técnico-burocrático? La perspectiva del actor (Long, 2007) que hemos privilegiado en nuestro análisis nos ha impulsado a observar que aquellos entrevistados ubicados en la base han saturado nuestras entrevistas indicando que la división entre una esfera que representaría decisiones políticas y otra que sólo las aplicaría no es tan adecuada en los contextos estudiados. Desde esta perspectiva, los técnicos y los coordinadores de políticas deciden sobre asuntos cruciales (que pueden cambiar el curso de sus vidas) tanto o más que los legisladores (del presidente, en cambio, sí se esperan decisiones que los contemplen).[13]

			En este sentido, si concebimos la representación como mandato y como responsabilidad al mismo tiempo (Pitkin, 1985), es posible afirmar que dicha “tensión” se presenta en este circuito. Por un lado, los técnicos y los coordinadores operativos, al formar parte de la estructura jerárquica del gobierno, están atentos a sus responsabilidades y son guiados por las leyes y los reglamentos que enmarcan a la burocracia; y, en este sentido (tal como sucede incluso con los representantes electos por la ciudadanía, punto que Pitkin entendió acertadamente), pueden tomar decisiones sin sentirse referidos a ella. Por el otro, si bien no están autorizados directamente por esta ciudadanía, se deben a ella. Si bien esto es más difícil de advertir en las burocracias latinoamericanas cuando éstas entregan servicios de ventanilla, algo de ello sucede de manera más actualizada en la construcción de proyectos concursables, mecanismos bastante presentes en los espacios territoriales que hemos investigado. Desde estos mecanismos, los coordinadores operativos, técnicos e incluso los consultores “independientes” intermedian (incluso traducen) demandas, intereses y necesidades de la ciudadanía. En este sentido, no todo en el proceso de política pública es representación, pero ésta es un aspecto importante, aunque en lo general invisibilizado en dicho proceso.[14]

			Por supuesto, hay una última y más profunda objeción a este razonamiento: ¿merece la pena modificar aspectos de la teoría para incorporar la perspectiva de los actores? Aquí se considera que sí, no por solidaridad idealizada con éstos sino por principio metodológico: si los datos no concuerdan con lo que prevé la teoría, ésta debe modificarse, y no lo contrario. 

			En el capítulo de Zaremberg y Muñoz se observa que nuevas experiencias de participación deberían impulsar esa cantidad de saberes técnicos y facilitar la mediación con los actores públicos claves para hacer efectivos los proyectos. El caso de Brasil pareciera tener mayor éxito en este sentido, mientras que en México encontramos intentos importantes, pero fallidos, tal como señalaremos. Así pues, en Zulia (Venezuela) encontramos una interesante popularización de algunos contenidos de planificación técnica de proyectos, que son rebasados por el antagonismo preponderante en el circuito de representación protagonizado por el pueblo. Sobre esto se profundizará en los análisis de los casos concretos.

			El circuito de la palabra y el conflicto

			En este circuito los protagonistas son las organizaciones y las redes de la sociedad civil que poseen como estrategia la formación de asociaciones estables, capaces de originar planes más amplios o demandas más generales que en el circuito anterior. Aquí el conflicto está presente porque supone la confrontación con el poder público y con otros actores de la sociedad civil y política. No obstante, la estrategia y el medio de confrontación es la argumentación, la búsqueda del convencimiento del otro, la persuasión a través del discurso y los gestos simbólicos que buscan presentar al proyecto como un bien común (muy diferente a los circuitos ya descritos, en los que las demandas no pueden ser universalizables). El escenario político es pensado como un espacio de encuentro para resolver los asuntos comunes. En este sentido, Arendt (2003) podría inspirar los aspectos del conflicto para caracterizar a este circuito. Para dicha autora, la palabra y la acción permiten la interacción con los otros, con lo que se establece un espacio público de pluralidad compartido, donde, a través de la confrontación argumentativa, surgen soluciones, novedades y se fundan nuevos procesos y relaciones. A diferencia de los otros circuitos, en teoría, ni la fuerza ni la violencia (ni siquiera la simbólica) quedan excluidas. El poder entonces surge del encuentro entre iguales, donde la perspectiva de finalización del conflicto se cumple cuando, a través del diálogo concertado, las partes llegan a un acuerdo. Éste no se logrará, simplemente, con la satisfacción de los intereses en juego, sino que producirá algo nuevo; la voz de los que se confrontan será la ruta por la cual se arribará a una posición que mejore las condiciones iniciales que dispararon el conflicto.

			El “ciudadano”, portador de derechos políticos, sociales y civiles, es la figura común nombrada que permite legitimar la existencia de las organizaciones. El conflicto surge entonces “reglado” (agonista). Las “reglas de la comunicación” y el respeto a las leyes escritas con aval constitucional (leyes de participación y de asociación civil y tratados internacionales) serán guías que enmarquen el conflicto, aunque no se excluyen las reglas informales. Por ejemplo, los repertorios de acción pueden incluir la presión en el espacio público, el uso de los medios de comunicación y las negociaciones entre las partes por fuera de los canales formales. Las organizaciones internacionales suelen ser un recurso importante para las organizaciones que se confrontan en este circuito porque les otorgan legitimidad y bienes materiales para asegurar su continuidad.

			Dicho lo anterior, es de esperarse que —tal como lo muestra el análisis del caso Brasil en el capítulo de Zaremberg y Muñoz— especialmente los nuevos espacios de interfaz se vuelvan terrenos de confrontación donde la argumentación de tipo racional comunicativa sea fundamental. A la vez, dichas interfaces permiten fortalecer a los actores de este circuito al permitirles un espacio de expresión para sus demandas y de resolución del conflicto que surge de las mismas. Los consejos se vuelven un espacio público para el debate entre los representantes de las partes. En este circuito, para el caso brasileño, los espacios de interfaz son parte fundamental del proyecto de los actores involucrados y, muchas veces, son producto de sus reclamos. Al mismo tiempo, son parte fundamental del proyecto gubernamental cuando se encuentra frente a organizaciones fuertes y estables, dado que dichos espacios son útiles para establecer procesos de diálogo con ellas. El diseño de los consejos suele ir de la mano de un reclamo a favor de la pluralidad y de la apertura gubernamental. El argumento central es que la política pública es algo más que política gubernamental y, debido a ello, la mayoría de los actores protagonistas de este circuito reconoce explícitamente la existencia del conflicto (a diferencia de los actores tecnocráticos) y lo asocian con la idea de pluralidad, incluyendo una expectativa siempre abierta a la negociación como posibilidad de transformación de conflictos.

			El circuito “pueblo” y el conflicto

			El conflicto aquí aparece más cercano al extremo del “antagonismo”. Las partes no tienen reglas comunes ni un marco simbólico compartido. Por tanto, la estrategia es la confrontación que podría denominarse de violencia simbólica porque se busca “eliminar” al “enemigo” con recursos discursivos (orales, escritos y de prácticas generadoras de sentido) que tienden a la deslegitimación y al desconocimiento del antagonista como igual. Obviamente, queda excluida la posibilidad de complementarse con el circuito de la palabra o el electoral-partidario, porque el objeto de disputa es la construcción de una relación social (identidad, orden o instituciones) que se percibe como injusta y donde el otro es el causante de esa injusticia. La representación, en este caso, incluye la estrecha relación del líder con aquellos que se consideran “oprimidos” o dañados, una estrechez que no se da por la cercanía física ni mediática, sino por la percepción de que el líder representa todo aquello que el sujeto pueblo expresa. La expectativa de finalización del conflicto se finca en la desaparición de la(s) relación(es) injusta(s) que implica también la desaparición (simbólica) del “otro”. El poder, entonces, no se construye a través de la palabra, la presión, los repertorios de acción o la legitimidad de los procedimientos, sino por la apropiación y la apelación a una fuente de soberanía popular. 

			Los protagonistas de esta escena son los “ciudadanos de a pie” (en general, portadores de derechos percibidos como vacíos, puramente formales o incumplidos). Y la subjetivación de ellos parte de la idea de que han sido dañados en la igualdad que los debería caracterizar como parte plena de una comunidad. Son los no “oídos” o no “atendidos”, los “invisibilizados” por el sistema político institucional o por el orden social que los subordina.

			Desde este ángulo se puede comprender por qué no es posible la negociación de reglas para enmarcar el conflicto y la práctica de restitución del poder al pueblo como forma de reparación de las injusticias realizadas y la constitución de nuevas relaciones de igualdad. 

			Como señalan muchos autores (Laclau, 2000; Ranciere, 1996; Mouffe, 2000), la constitución de la identidad política se origina en la presencia del otro, lo que nos introduce en una paradoja interesante. El otro es el que permite la identificación y, por tanto, la unidad del “colectivo”, pero el otro es también el que se debe eliminar porque constituye la fuente de la falta de “plenitud” o de las “injusticias”. Dicho de otra manera: la misma polarización otorga la unidad política. Así, se puede prever que la desaparición del otro implica la desaparición del conflicto pero también de la identidad, por lo que —como ya se dijo arriba— eso puede motivar que el conflicto se perpetúe. 

			La representación expresa, entonces, no solamente las demandas de los “dañados” sino también la falla de un sistema institucional que es la fuente misma del conflicto. 

			Debido a dichos elementos, el capítulo de Zaremberg y Muñoz muestra cómo en Zulia, Venezuela, la posibilidad de que la polarización se traslade a las nuevas experiencias de participación (los consejos comunales) es probable porque todas las partes mirarán en ello un sistema de expresión propio o ajeno y no un terreno común para la disputa. Además, es probable que se obstaculice la presencia de otro tipo de circuitos de representación en dichos consejos ya que se hace imposible ningún tipo de intercambio si algunas de las partes capturan la escena. Sumado a ello, también se puede pensar en los consejos comunales como un terreno donde las partes que se diferencian al interior del colectivo (hablamos de la unidad de la identidad, lo que no implica que no existan diferencias internas) se expresen allí. Si éste fuera el caso, podríamos suponer que hacia el interior de los consejos comunales, donde solamente una parte participaría (por ejemplo, “los chavistas”), se formen reglas para dirimir los conflictos de manera “agonista”. 

			Por otra parte, el capítulo de Noé Hernández es elocuente en el análisis de los matices y detalles de una construcción antagónica en torno al conflicto por la huelga petrolera en 2001 y 2002 en Venezuela. Por medio del análisis del discurso, el autor nos devela cómo la construcción de una polarización creciente va de la mano con la construcción de una paradoja constitutiva; la identidad política se teje en contra y por lo tanto, por la presencia del otro. Un “otro” que debe desaparecer (como causa de injusticia) pero que, a la vez, constituye, en oposición, la propia identidad del chavismo. A pesar de que este capítulo no se centra en un espacio subnacional, como excepción, decidimos de todas formas incluirlo en este volumen porque complementa perfectamente el entendimiento de las operaciones simbólicas propias que se construyen en torno al conflicto en el circuito de representación del “pueblo”, que se analiza a nivel local en el capítulo de Zaremberg y Muñoz.

			Organización de la obra

			Esta introducción se propuso brindar al lector un panorama del marco en el que se articula este volumen con respecto a su antecesor y abrir a su juiciosa lectura las discusiones, acuerdos y pluralidades construidas durante el tiempo en que se elaboró este libro.

			Concretamente, el recorrido comienza con esta introducción que expone las bases conceptuales comunes que enmarcan la diversidad ya mencionada. Con ello nos hemos propuesto que los lectores cuenten con un estudio introductorio sobre la relación entre conflicto y representación, una cuestión poco abordada en la literatura académica pero que hemos constituido en el centro de este volumen.

			El primer capítulo, a cargo de Zaremberg y Muñoz, retomará la tipología teóricamente construida en Redes y jerarquías (volumen 1) sobre circuitos de representación para aplicarla a los casos de Venezuela, Brasil, México y Nicaragua, observando qué tipo de circuito enfatiza qué tipo de conflicto, y qué combinación de circuitos permite mayor o menor pasaje del agonismo al antagonismo, y viceversa. 

			Todd Eisenstadt y Jennifer Yelle, en el segundo capítulo, analizan el nivel y tipo de conflictividad en el circuito electoral en Oaxaca, comparando conflictos postelectorales que han ocurrido en municipios que se rigen por el sistema de usos y costumbres con aquéllos que se dan en municipios que eligen sus autoridades por el clásico sistema de partidos. Como aporte específico a las discusiones en torno a la conflictividad en el circuito electoral, estos autores se preguntan: ¿en qué medida un tipo de representación alterna, basada en usos y costumbres, puede superar los problemas de conflictividad que ya se presentaban en el circuito de representación electoral? Eisenstadt y Yelle ofrecen una respuesta sorprendente y abierta a la controversia. 

			Jorge Cadena-Roa y Javier Hernández, en el tercer capítulo, analizan el repertorio de la acción, la protesta y las reglas que rigen los conflictos en Oaxaca durante el año 2006, en comparación con los conflictos en torno al movimiento lésbico-gay en el Distrito Federal. Para ello, los autores proponen un modelo teórico tripartito que integra al menos tres niveles y lógicas que se entrecruzan y que corresponden a la política institucional (los partidos, las elecciones, y el funcionamiento de los órganos formales de mediación y representación políticas), la política contenciosa (la acción colectiva contenciosa, las protestas, y los movimientos sociales), y la política informal (el clientelismo, entre otras formas de intercambio político de bienes por apoyo político que mantiene vínculos de dependencia entre gobernantes y gobernados). Los periodos electorales abren condiciones favorables para que esos tres niveles y lógicas se entrecrucen y los actores sociales y políticos busquen aprovechar la incertidumbre abierta por el proceso electoral para cambiar la correlación de fuerzas entre ellos con el fin de intensificar sus interacciones e influencias recíprocas. De esta forma, este capítulo abarca las diferentes dimensiones de conflicto expuestas en la introducción y las entrelaza en sus propios términos con la temática de la representación electoral en su versión formal e informal y con otros tipos de representación, especialmente la corporativa en el conflicto oaxaqueño.

			Luego de este recorrido profundo por Oaxaca, viajaremos al tipo peculiar de relación entre conflictividad y representación presente en Venezuela. Con un enfoque metodológico completamente diferente, Noé Hernández Cortés coincide con Zaremberg y Muñoz en mostrar la importancia de la construcción simbólica de un nuevo sujeto político en el circuito de la representación del pueblo. Para ello, el autor analiza los conflictos de 2001 y 2002, referidos a la huelga petrolera y al golpe de estado, mostrando la constitución de un terreno trazado por el antagonismo en la sociedad venezolana. 

			Finalmente, este volumen dedica un espacio específico a analizar el impacto de los actores fácticos y el uso de la violencia en las dimensiones del conflicto político y los circuitos de representación, especialmente, el del circuito o tipo de representación electoral. Para lograrlo, el capítulo de Fabio E. Velásquez C. nos ofrece una magistral descripción en la que muestra cómo ciertos actores en Colombia, especialmente los paramilitares, se enraízan en los territorios construyendo nuevas hegemonías locales que propugnan un proyecto político de país nuevo, asentado en un inusitado control electoral y simbólico-cultural.

			En conjunto, los capítulos de este volumen proponen analizar las articulaciones, matices y características diversas y peculiares que asumen los conflictos en relación con las posibilidades —e imposibilidades— que ofrecen los diferentes tipos de representación política en diferentes casos de América Latina.
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					[1]	Nos referimos a los casos de Oaxaca (México), Zulia (Venezuela), Bahía (región sisalera, Brasil) y Nueva Segovia y León (Nicaragua) incluidos en la investigación “Cuando las redes encuentran jerarquías: interfaces socioestatales en municipios altamente conflictivos”, financiada por el IDRC y coordinada por la Flacso México junto con una amplia red de investigadores. 

				

				
					[2]	Por ejemplo, véanse las divergencias entre los trabajos de Hawkins y Hansen (2006), Saint-Upery (2007), García Guadilla (2007), López Maya (2007, 2008) y Arenas y Posada (2008).

				

				
					[3]	En 1995 se reformó la Constitución y la Ley Electoral del Estado para legalizar las elecciones municipales de acuerdo con las costumbres que rigen a los pueblos originarios.

				

				
					[4]	Nos referimos al clásico Polyarchy…, en el que se especifican criterios para distinguir este régimen político de otros.

				

				
					[5]	“Adecos” es una denominación popular para referirse a los adherentes al partido Acción Democrática, el que junto con el partido Comité de Organización Política Electoral Independiente (COPEI) conformaba un asfixiante sistema bipartidista antes del periodo chavista. 

				

				
					[6]	En cambio, se supone que las democracias consensuales no pueden eliminar los conflictos y ése suele ser un argumento en su contra, dado que se les atribuye un estilo de representación que reprime las diferencias y conduce a antagonismos más profundos, racismo, violencia, etcétera. 

				

				
					[7]	De los teóricos estadounidenses, Mancur Olson (1992) posee una gran influencia. Como otros, Olson considera el carácter particular de los bienes públicos (indivisibles y no excluyentes). Con base en ello y suponiendo que los individuos son racionales (pueden jerarquizar sus preferencias y realizar un cálculo costo-beneficio), este autor argumenta que, en grandes grupos, la tendencia de un individuo racional será la de “desertar” (problema del gorrón o free rider) con respecto al bien público, esto es, tenderá a obtener beneficios individuales a costos públicos. En otras palabras, tenderá a evitarse los costos de aportar al cuidado del bien público dado que supondrá que de todas maneras podrá gozar de éste, en tanto los otros continúen aportando. Dado que todos suponen lo mismo, el bien público tiende a verse afectado. En este paradigma, el problema del gorrón implica un dilema de coordinación entre individuos para evitar la mencionada ecuación negativa. Tarrow intenta superar esta visión. Para el principal exponente del paradigma de la movilización de recursos, la acción colectiva se constituye mediante la transformación de la capacidad de movilización en acción, mediante la organización, detonada ante la percepción de la presencia de oportunidades políticas, sostenidas en el tiempo por un mecanismo de consenso y por incentivos selectivos (positivos —recompensas— y negativos —castigos—) que cambian el cálculo explicitado. La noción de estrategia, al igual que los recursos exteriores, se convierte en variable explicativa de los elementos que poseen los líderes o dirigentes para conseguir hacer efectiva la acción colectiva. 

				

				
					[8]	Considerando un enfoque moderno de “representación”, aquí no será ubicada simplemente como proceso de delegación en el sentido común que suele aplicársele. En su ya clásica obra sobre representación, Hanna Pitkin (1985) la define como una relación entre dos partes, representado y representante, en la que la acción sustantiva es constitutiva de la misma. Ello significa que el representante no es un mero fiduciario del mandato de los votantes, éste no pierde la capacidad de acción y de toma de decisiones. Tampoco la representación se acuña en el otro extremo de la relación, donde el representante impone su voluntad sobre los representados. La representación significa, pues, actuar por otros, tomando en cuenta los intereses y las demandas de estos otros por los cuales se actúa, al tiempo que el representante no pierde su discreción ni su discernimiento.

				

				
					[9]	Debe reconocerse que previa o paralelamente a estas discusiones se contaba con un profundo recorrido acerca de los alcances y limitaciones de otro tipo de representación: la neocorporativa (Schmitter,1974 y 1992; Lehmbruch, 1984; Offe, 1985 y 1992).

				

				
					[10]	Incluso pueden expresar posiciones de las corporaciones y asociaciones civiles que pueden estar enfrentadas con otros partidos o grupos y dirimirlas a través de diferentes vías: negociaciones informales con los otros partidos y actores políticos de peso o espacios formales como las elecciones o el debate legislativo. 

				

				
					[11]	Como en todas las confrontaciones, la participación activa en actos simbólicos donde se ponen a prueba las diferencias con “los otros” (en otra palabra, con los enemigos) tiene un efecto sobre el grupo. Los procesos de identificación grupales no solamente se generan a través de las demandas y consignas que se elevan como comunes y la presencia de líderes (en general con altos componentes carismáticos) sino también por la identificación negativa con otro que muestra los límites y que, por tanto, posibilita la fijación de los elementos que definen nuestra propia identidad (Berger y Luckmann, 1995; Laclau, 1990). Incluso Rex (1985) sostiene que ciertos conflictos persisten porque perviven organizaciones que se niegan a abandonar la confrontación con el otro debido a que ésta se ha convertido en elemento vertebral de subsistencia del colectivo. 

				

				
					[12]	Es importante tener presente que el conflicto es una relación social singular donde las partes se ven mutuamente como una amenaza (por acceso de recursos, a la identidad, por competencia electoral, por modelos societales diferentes o por la adquisición y control de recursos sociales de poder, etc.). Existen dos dimensiones que siempre se deben tener presentes: la identidad y la movilización de recursos que hace al cálculo racional en torno al éxito de la confrontación. El repertorio de acción encaja mejor en la segunda dimensión.

				

				
					[13]	Este tema, de todas formas, no está completamente fuera de la literatura sobre políticas públicas. Por ejemplo, se puede hacer referencia al pasaje de la etapa de definición/diseño, a la de implementación de políticas, o a la literatura que analiza las relaciones entre poder político y burocracias desde la visión “principal-agente” (mostrando la autonomía relativa que el agente —la burocracia— adquiere respecto de su principal —los políticos electos—).
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